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Resumen

Este trabajo analiza los delitos de maltrato y abandono de animales desde la perspec-
tiva del bien jurídico protegido, una cuestión que ha suscitado importantes controver-
sias doctrinales y cuya evolución ha ido de la mano de las sucesivas reformas del Códi-
go Penal español. A continuación se aborda de manera crítica la reforma introducida 
por la Ley Orgánica 3/2023, de 28 de marzo, por la que se modifica el Código Penal en 
materia de maltrato animal, poniendo de relieve sus principales deficiencias. En parti-
cular, se subrayan los problemas derivados de una técnica legislativa imprecisa que 
tiende a humanizar las modalidades delictivas, desatendiendo las especificidades pro-
pias de la especie animal y el verdadero sentido del bienestar animal.
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Abstract

This paper analyses the crimes of animal abuse and abandonment from the perspective 
of the protected legal interest, an issue that has generated significant doctrinal debate 
and whose evolution has paralleled successive reforms of the Spanish Criminal Code. 
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It then critically examines the reform introduced by Organic Law 3/2023, of March 28, 
which modifies the Criminal Code regarding animal abuse, highlighting its main 
shortcomings. In particular, it underscores the problems stemming from imprecise 
legislative drafting that tends to humanise the criminal offences, neglecting the spe-
cific characteristics of the animal species and the true meaning of animal welfare.

Keywords: animal abandonment; legal interest; animal welfare; animal mistreatment; sen-
tient beings

1. Introducción

La protección penal de los animales frente al maltrato y el abandono 
constituye una de las transformaciones más significativas del derecho 
penal contemporáneo, reflejo de una progresiva evolución social, ética y 
jurídica en la forma en que se concibe la relación entre los seres huma-
nos y los animales. Tradicionalmente considerados como bienes patri-
moniales o meros objetos de propiedad, los animales han ido adquirien-
do un estatus jurídico diferenciado que reconoce su condición de seres 
vivos dotados de sensibilidad, lo que ha generado un intenso debate doc-
trinal y legislativo acerca de los fundamentos y el alcance de su tutela 
penal.

En 2023 se aprobó la Ley Orgánica 3/2023, de 28 de marzo, que modi-
fica el Código Penal español para reforzar la protección legal de los ani-
males y adaptar la normativa pertinente a la nueva concepción jurídica 
de los animales como seres vivos dotados de sensibilidad, tal como reco-
noce la Ley 17/2021 sobre el régimen jurídico de los animales. La refor-
ma entró en vigor el 18 de abril de 2023 con la finalidad de ofrecer una 
«respuesta penal más eficaz ante las diferentes formas de violencia con-
tra los animales» y de superar lagunas interpretativas y carencias del 
régimen anterior. En este contexto, los delitos de maltrato y abandono 
de animales plantean relevantes cuestiones dogmáticas, especialmente 
en lo relativo a la determinación del bien jurídico protegido. La identifi-
cación de dicho bien jurídico resulta esencial, no solo para comprender 
la verdadera finalidad de la intervención penal, sino también para inter-
pretar correctamente el tipo delictivo, delimitar su ámbito de aplicación 
y valorar su adecuación a los principios de mínima intervención y pro-
porcionalidad que rigen el derecho penal. Sin embargo, el análisis del 
bien jurídico no puede abordarse de forma aislada, sino que exige una 
comprensión previa del marco normativo en el que estos delitos se inser-
tan, así como de las razones que han motivado su progresiva incorpora-
ción y desarrollo en el ordenamiento jurídico.
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Por ello, antes de entrar de lleno en el estudio del bien jurídico prote-
gido en los delitos de maltrato y abandono de animales, resulta necesa-
rio realizar un examen preliminar del contexto normativo y sistemático 
que ha dado lugar a su configuración actual, siendo el objeto del trabajo 
comprender la evolución legislativa de estas conductas, desde su inicial 
consideración como infracciones administrativas o meras manifestacio-
nes de daños a la propiedad, hasta su actual reconocimiento como ilíci-
tos penales autónomos. Asimismo, se abordará la justificación de la 
tutela penal en este ámbito, atendiendo tanto a los cambios sociales y 
culturales en la percepción de los animales como a las exigencias deri-
vadas del derecho comparado y de los instrumentos internacionales y 
europeos en materia de protección animal.

Solo a partir de una adecuada contextualización normativa y siste-
mática será posible determinar si la protección penal se orienta princi-
palmente al bienestar y la dignidad de los animales como seres sintien-
tes, al mantenimiento de determinados valores sociales y éticos o a una 
combinación de intereses que trascienden la mera protección individual 
del animal afectado.

2. El maltrato animal en el ordenamiento jurídico español

2.1. Síntesis del marco normativo

Como pone de manifiesto Castro Álvarez (2019: 33), «desde que filósofos 
y científicos comenzaron a poner de relieve ante la sociedad el valor 
intrínseco de los animales, así como su capacidad para sentir emociones 
y experimentar sufrimiento, se produjo una progresiva transformación 
de la sensibilidad social». Este cambio se tradujo en la adopción, por 
parte de los estados, de normas orientadas a imponer límites al compor-
tamiento humano, ya fuera con el objetivo de prevenir la extinción de 
determinadas especies, ya fuera con la finalidad de erradicar prácticas 
especialmente crueles o lesivas hacia los animales.

El cambio en la percepción del ser humano acerca de ciertos anima-
les como seres de compañía sintientes y el abandono de su consideración 
únicamente como cosas fungibles, alimento o elementos de auxilio para 
los quehaceres del ser humano, se ha ido reflejando paulatinamente en 
la legislación, tanto penal como extrapenal, dando cumplimiento a la 
normativa europea1.

La protección de los animales en el ámbito europeo se ha desarrolla-
do de forma progresiva y sistemática, convirtiéndose en un elemento 

1.	 Las primeras normas surgen en los años setenta, siendo la Directiva 74/577/CEE, de 18 de 
noviembre de 1974, la primera centrada expresamente en el bienestar animal.
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relevante del derecho de la Unión Europea y del Consejo de Europa. Este 
marco normativo responde a una evolución ética y jurídica que reconoce 
a los animales como seres vivos dotados de sensibilidad, lo que ha ejerci-
do una incidencia directa tanto en las políticas públicas como en los 
ordenamientos jurídicos de los Estados miembros. Un hito fundamental 
en este proceso es el artículo 13 del Tratado de Funcionamiento de la 
Unión Europea (TFUE), introducido por el Tratado de Lisboa, que esta-
blece que la Unión y los Estados miembros deberán tener plenamente 
en cuenta las exigencias en materia de bienestar de los animales como 
seres sensibles al formular y aplicar determinadas políticas, entre ellas 
la agricultura, la pesca, el transporte o el mercado interior. Aunque este 
precepto no crea derechos subjetivos directamente exigibles, sí constitu-
ye un principio transversal de gran relevancia interpretativa y normati-
va, al obligar a integrar el bienestar animal en la acción legislativa y 
administrativa de la Unión.

Junto a este reconocimiento de carácter general, la Unión Europea 
ha aprobado un amplio conjunto de normas sectoriales destinadas a 
garantizar la protección de los animales en contextos específicos. Desta-
can, en primer lugar, las normas relativas a los que son de producción, 
como la Directiva 98/58/CE sobre la protección de los animales en las 
explotaciones ganaderas2, así como reglamentos específicos para deter-
minadas especies, como las gallinas ponedoras, los cerdos o los terneros. 
Estas disposiciones establecen estándares mínimos de bienestar, condi-
ciones de alojamiento, alimentación y cuidados, y limitan prácticas 
especialmente lesivas3.

En materia de transporte de animales, el Reglamento (CE) n.º 1/2005 
regula las condiciones en que deben trasladarse animales vivos, fijando 
requisitos sobre tiempos de viaje, descanso, ventilación y su propia apti-
tud para el transporte4. De igual modo, el Reglamento (CE) n.º 1099/2009 
establece normas sobre la protección de los animales en el momento de 
la matanza, imponiendo la obligación de aturdimiento previo y medidas 
destinadas a minimizar el sufrimiento evitable.

2.	 La primera normativa europea significativa en bienestar animal fue la Convención Europea 
para la Protección de los Animales en Explotaciones Ganaderas de 1978, que sentó las bases, 
seguida por la Directiva 98/58/CE, que establece un marco general de bienestar para anima-
les en granjas, a fin de evitar el sufrimiento innecesario. Su cobertura se extiende a animales 
vertebrados criados para producción de alimentos, lana, cuero o fines agrícolas (incluye 
peces, reptiles, anfibios), pero no animales silvestres, de laboratorio o deportivos. Como prin-
cipios se erigen las Cinco Libertades del bienestar animal (agua/alimento, ambiente adecua-
do, salud, comportamiento normal, ausencia de miedo).

3.	 Se complementa con el Convenio europeo de protección de los animales en explotaciones 
ganaderas.

4.	 Reglamento (CE) n.º 1/2005 del Consejo, de 22 de diciembre de 2004, relativo a la protección 
de los animales durante el transporte y las operaciones conexas y por el que se modifican las 
directivas 64/432/CEE y 93/119/CE y el Reglamento (CE) n.º 1255/97, en su artículo 2 define 
los «animales» como animales vertebrados vivos.
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Por su parte, la protección de los animales utilizados en experimen-
tación científica se articula principalmente a través de la Directiva 
2010/63/UE, que introduce el principio de las tres erres en su artículo 4 
(reemplazo, reducción y refinamiento), exige evaluaciones éticas previas 
y refuerza los mecanismos de control y supervisión de los procedimien-
tos experimentales. Esta norma refleja una clara voluntad de compati-
bilizar el progreso científico con un elevado nivel de protección animal5.

Asimismo, el derecho europeo presta atención a otros ámbitos rele-
vantes, como la protección de animales de compañía, la lucha contra el 
tráfico ilegal de especies y la conservación de la fauna silvestre, en par-
ticular, mediante convenios internacionales asumidos por la Unión y 
por los Estados miembros, como el Convenio de Berna sobre la conser-
vación de la vida silvestre y del medio natural en Europa6. Especial 
atención se ha prestado a los animales de compañía, reflejo de ello es el 
acuerdo alcanzado para implantar, por primera vez, una normativa 
común y obligatoria sobre la tenencia, identificación y bienestar de 
perros y gatos en todos los Estados miembros. Esta nueva regulación 
entrará en vigor en el año 2028 y afectará tanto a propietarios particu-
lares como a criadores, vendedores y refugios7.

En conjunto, las normas europeas de protección de los animales con-
figuran un sistema complejo y multinivel, caracterizado por la coexis-
tencia de principios generales, regulaciones sectoriales y márgenes de 
actuación para los Estados miembros. Aunque persisten diferencias en 
la intensidad de la protección y en los mecanismos sancionadores, el 
marco europeo ha desempeñado un papel decisivo en la elevación de los 
estándares de bienestar animal y en la consolidación de una concepción 
jurídica que trasciende la consideración de los animales como meros 
objetos, reconociéndolos como seres sensibles merecedores de tutela 
jurídica. Todo ello ha llevado a la producción de un cambio significativo 
en la concepción del hombre con respecto de los animales y al surgi-
miento de un nuevo concepto en la protección, el denominado bienestar 
animal, que, como destaca Pérez Monguió (2008: 206-207), «parte de la 
concepción del animal como un ser dotado de un componente físico y un 
componente psíquico que resultan inseparables, ya que ambos confor-
man un ser único e irrepetible».

5.	 Esta directiva se aplica a los animales vertebrados no humanos vivos, incluidos las larvas 
autónomas para su alimentación y los fetos de mamíferos a partir del último tercio de su 
desarrollo normal, además de a los cefalópodos vivos.

6.	 Decisión 82/72/CEE: celebración del Convenio relativo a la conservación de la vida silvestre 
y el medio natural de Europa. Enumera algunas excepciones como la propia protección de la 
flora y la fauna o la prevención de daños en los cultivos, ganados, bosques, pesquerías, etc.

7.	 Acuerdo sobre el Reglamento de Bienestar de Perros y Gatos, pactado a finales de 2025, que 
establece un marco legal común para identificar (microchip), regular la cría (prohibiendo la 
endogamia y rasgos extremos), controlar el comercio ilegal y mejorar las condiciones de vida 
de estos animales en toda la UE, con entrada en vigor progresiva a partir de 2028.
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Hay que tener en cuenta que, a diferencia de lo que sucede en otros 
países europeos —‌como Alemania, Austria o Suiza8—, en España, la 
Constitución omite toda alusión a la protección de los animales y al 
bienestar animal. No hay en la Norma Suprema un solo artículo que se 
refiera a ellos, más allá del artículo 45. Este precepto, ubicado dentro de 
los principios rectores de la política social y económica, reconoce el dere-
cho de todos a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desa-
rrollo de la persona y el deber de conservarlo, establece la obligación de 
los poderes públicos de velar por la utilización racional de todos los 
recursos naturales y prevé el establecimiento de sanciones penales o, en 
su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño cau-
sado en este ámbito, pero no alude a los animales de forma expresa. 
Algunos autores han señalado la conveniencia de realizar una reforma 
constitucional para otorgar rango constitucional a la protección del bien-
estar animal (Lafont Nicuesa, 2006: 339). Ahora bien, a pesar de ello, 
debe tenerse presente que el bienestar animal, aun cuando se sostuviese 
su no incardinación en el artículo 45 CE, tiene un claro soporte constitu-
cional en el artículo 13 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea anteriormente mencionado, que constituye una norma de dere-
cho originario y, en consecuencia, un principio de máximo rango directa-
mente aplicable en nuestro ordenamiento jurídico ex artículo 93 CE.

En el ámbito civil, la Ley 17/2021, de 15 de diciembre, de modifica-
ción del Código Civil, la Ley Hipotecaria y la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, sobre el régimen jurídico de los animales, puso de manifiesto en 
su preámbulo la anticipación del Código Penal, que ya distinguía desde 
2003 entre los daños a los animales domésticos y a las cosas, reforma 
sobre la que se profundizó en 2015, mientras que el Código Civil seguía 
hasta ese año sin reconocer que los animales son seres vivos dotados de 
sensibilidad, momento en el que «se produce un viraje en el estatus jurí-
dico del animal» (Vivas Tesón, 2019: 2-3). Según esta autora, inicialmen-
te las normas se preocupan por su bienestar, limitándose básicamente  
a proscribir el maltrato animal y regular sus condiciones higiénico-
sanitarias. Con el tiempo, dicha protección se irá ampliando sobre la 
base de considerarlo un individuo en sí mismo, un ser sensible al igual 
que nosotros, lo que ha sido científicamente demostrado.

En cuanto a la normativa administrativa, es destacable la dirigida a 
cumplir las directrices europeas, como la relativa a la regulación del 

8.	 En Alemania los animales están protegidos a nivel constitucional, no solo por leyes ordina-
rias. La protección animal se considera un objetivo del Estado (Staatsziel) que obliga al 
legislador, a la Administración y a los tribunales a tener en cuenta el bienestar animal en 
sus decisiones (art. 20ª del Grundgesetz). En 2004, Austria aprobó el Bundesverfassungsge-
setz über den Schutz der Tiere (Ley Constitucional Federal sobre la Protección de los Anima-
les). En Suiza, la protección de los animales está reconocida explícitamente a nivel constitu-
cional y de forma muy desarrollada (art. 80).
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bienestar de los animales en las explotaciones ganaderas, tanto de carác-
ter general (Real Decreto 348/2000, de 10 de marzo, por el que se incor-
pora al ordenamiento jurídico la Directiva 98/58/CE, relativa a la protec-
ción de los animales en las explotaciones ganaderas), como específica, 
para determinados tipos de explotaciones (terneros, gallinas ponedoras, 
cerdos y pollos); la referente al transporte de ganado (Real Decreto 
542/2016, de 25 de noviembre, sobre normas de sanidad y protección 
animal durante el transporte); la de protección en el momento del sacri-
ficio y la matanza (Real Decreto 37/2014, de 24 de enero, por el que se 
regulan aspectos relativos a la protección de los animales en el momento 
de la matanza); la de protección de los animales utilizados para experi-
mentación y otros fines científicos (Real Decreto 53/2013, de 1 de febre-
ro, por el que se establecen las normas básicas aplicables para la protec-
ción de los animales utilizados en experimentación y otros fines 
científicos, incluyendo la docencia), y la de conservación de la fauna sil-
vestre en los parques zoológicos (Ley 31/2003, de 27 de octubre, de con-
servación de la fauna silvestre en los parques zoológicos). Igualmente, 
cabe mencionar la Ley 32/2007, de 7 de noviembre, para el cuidado de 
los animales, en su explotación, transporte, experimentación y sacrificio.

El propio concepto de bienestar animal se ve materializado en avan-
ces legislativos en la materia, culminando con la llamada Ley de Bien-
estar Animal, impulsada, con el apoyo de distintos colectivos animalis-
tas, por la Dirección General de Derechos de los Animales, organismo 
dependiente del Ministerio de Derechos Sociales, y en el marco de la 
llamada Agenda 2030. La Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección de 
los derechos y el bienestar de los animales, evidencia la creciente sensi-
bilización de la ciudadanía ante la necesidad de garantizar la protección 
de los animales en general y, particularmente, de los que viven en el 
entorno humano, en tanto son seres dotados de sensibilidad cuyos dere-
chos deben protegerse.

Esta Ley señala como objetivo establecer el régimen jurídico básico 
en todo el territorio español para la protección, garantía de los derechos 
y el bienestar de los animales de compañía y silvestres en cautividad, 
sin perjuicio de la sanidad animal, que se regirá por la Ley 8/2003, de 24 
de abril, de Sanidad Animal, y por las normas de la Unión Europea. Se 
observa que la principal finalidad de esta ley no se centra tanto en ase-
gurar el bienestar animal mediante la evaluación de las condiciones en 
que se mantienen, sino en establecer el reconocimiento social y la pro-
tección de la dignidad de los animales. Este enfoque resulta clave para 
comprender el bien jurídico que se pretende salvaguardar. Así, la norma 
no concibe a los animales como simples recursos integrados en la activi-
dad económica a los que se les deban determinadas condiciones por su 
capacidad de sentir, sino que regula la conducta humana hacia ellos 
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como seres vivos que forman parte del entorno de convivencia del ser 
humano.

Incorpora el concepto de derechos de los animales como derecho al 
buen trato, respeto y protección, inherentes y derivados de su naturale-
za de seres sintientes, y con las obligaciones que el ordenamiento jurídi-
co impone a las personas, en particular a aquellas que mantienen con-
tacto o relación con ellos. A su vez, desarrolla una serie de exclusiones 
en el artículo 2. 

El apartado a) delimita negativamente el ámbito de aplicación de la 
Ley 7/2023 al excluir a los animales utilizados en los espectáculos tauri-
nos previstos en los artículos 2 y 10 de la Ley 10/1991, de 4 de abril, 
sobre potestades administrativas en materia de espectáculos taurinos. 
Esta exclusión determina que el régimen general de protección de los 
derechos y el bienestar de los animales no resulte aplicable a la tauro-
maquia, que continúa sometida a su normativa específica y a la regula-
ción autonómica correspondiente. Desde una perspectiva sistemática, 
esta opción legislativa evidencia la voluntad del legislador de mantener 
un tratamiento jurídico diferenciado para una actividad considerada 
tradicional y culturalmente singular dentro del ordenamiento jurídico 
español.

De igual modo, el apartado b) excluye igualmente a los animales de 
producción, definidos conforme a la Ley 32/2007, de 7 de noviembre, 
para el cuidado de los animales en su explotación, transporte, experi-
mentación y sacrificio. Estos animales quedan sujetos a la normativa 
sectorial que regula su ciclo vital de forma integral en el marco de la 
actividad ganadera y agroalimentaria. 

Le sigue, en el apartado c), la exclusión de los animales criados, man-
tenidos y utilizados con fines de experimentación científica, docencia u 
otros fines eruditos, así como a aquellos empleados en investigación clí-
nica veterinaria. Este ámbito se rige por un marco normativo específico 
constituido, fundamentalmente, por el Real Decreto 53/2013, de 1 de 
febrero, y por el Real Decreto 1157/2021, de 28 de diciembre. Se trata  
de un sector especialmente armonizado con el derecho de la Unión Euro-
pea, en el que la protección animal se articula a través de sistemas de 
autorización administrativa, evaluación ética y control técnico, al mar-
gen del régimen general establecido por la Ley 7/2023.

El apartado d) establece la exclusión de los animales silvestres (salvo 
en cautividad), que se rigen por lo dispuesto en la Ley 42/2007, de 13 de 
diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad. Esta exclusión 
se fundamenta en la consideración de los animales silvestres como ele-
mentos integrantes del patrimonio natural y de la biodiversidad, cuya 
protección responde a finalidades distintas de las propias del bienestar 
animal en sentido estricto.
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Finalmente, el apartado e) excluye a los animales utilizados en acti-
vidades específicas y profesionales, incluyendo aquellos destinados a 
actividades deportivas reconocidas por el Consejo Superior de Deportes, 
las aves de cetrería, los perros pastores y de guarda del ganado, así 
como los que desempeñan funciones concretas en entornos profesionales 
o laborales, como los empleados en labores de rescate, en intervenciones 
asistidas o los pertenecientes a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y  
a las Fuerzas Armadas. Asimismo, quedan excluidos los perros de caza, 
las rehalas y los animales auxiliares de caza. Todos estos supuestos con-
tinúan sujetos a la normativa europea, estatal y autonómica específica 
que les resulta aplicable, quedando expresamente al margen del régi-
men jurídico establecido por la Ley 7/2023.

De este artículo se deduce que el ámbito de aplicación del delito de 
maltrato animal es la regla general que se extiende a cualesquiera ani-
males, siendo su exclusión una excepción justificada por una regulación 
legal de carácter sectorial que tiene presente otras consideraciones 
(Gudín Rodríguez-Magariños, 2023: 9). Por último, y no por ello menos 
importante, se puede percibir un trato diferenciado a los diferentes ani-
males, pues en la propia ley se establecen una serie de definiciones, 
entre ellas el concepto de animal de compañía, doméstico, silvestre, 
abandonado, desamparado, extraviado, etc., consagrando como bienes-
tar animal, su estado físico y mental en relación con las condiciones en 
que vive y muere, en los términos definidos por la Organización Mun-
dial de Sanidad Animal.

2.2. Justificación de la tutela penal y evolución sistemática

La gravedad que presentan las sanciones penales frente a las de dife-
rente naturaleza viene justificada porque otros instrumentos sanciona-
dores no son capaces de dar una respuesta válida para el hecho cometi-
do, de ahí la importancia de descartar otras soluciones punitivas que no 
ofrecen suficiente tutela a los bienes jurídicos necesitados de protección. 
El principio de intervención mínima, como eje de la selección de conduc-
tas penalmente relevantes, parte del carácter subsidiario del derecho 
penal, que le permite intervenir solo en caso de que no sean suficientes 
las sanciones previstas en otras ramas del derecho y del carácter frag-
mentario, en virtud del cual la tutela penal se limita a la protección de 
los ataques más graves de los bienes jurídicos más importantes.

La opción de acudir al derecho penal para la protección de los anima-
les frente al maltrato sigue siendo muy controvertida, por la influencia 
de un sector doctrinal que ha mantenido desde hace ya algunos años 
que dicha tutela debería quedar al amparo del derecho administrativo 
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por ser suficientemente idóneo e, incluso, más eficaz que el derecho 
penal (Baucells Jadós, 2004: 1469; Muñoz Lorente, 2007a: 341). La 
razón de ello es el principio de intervención mínima del derecho penal, 
el rechazo a que la vida o la integridad física de los animales merezca 
protección penal y que los animales dispongan de derechos subjetivos 
por no ser titulares de derechos, sin embargo, el abandono progresivo de 
la visión antropocéntrica centrada en los sentimientos humanos hacia 
los animales como bien jurídico protegido y los cambios legislativos que 
se han ido sucediendo, y que vemos más adelante, parecen apuntar a un 
interés creciente hacia los animales considerados en sí mismos, con la 
configuración de un bien jurídico, tendente a reconocerlos como algo 
más que un objeto material (Zapico Barbeito, 2011: 445; Martínez-Buján 
Pérez, 2005: 981). Estamos ante un avance que responde al consenso 
social (Hava García, 2011: 270-271). De esto no cabe duda ya tras la Ley 
de 2023. Y es que los animales «tienen derechos morales básicos que 
incluyen, en particular, el derecho a ser tratados con el respeto que, 
como poseedores de valor inherente, se merecen como asunto de estricta 
justicia» (Regan, 2016: 489-490). No obstante, Cuerda Arnau (2021: 164) 
señala que, ante un estado de necesidad, las necesidades humanas 
deben estar por encima de los intereses de los animales, que seguirían 
siendo, a pesar de ello, acreedores de un respeto moral.

Una vez logrado un cierto acuerdo en reconocerlos como merecedores 
de tutela penal, el interés consistente en evitar que los animales sufran 
dolor innecesario o sean objeto de maltratos injustificados, resulta nece-
sario analizar si el derecho administrativo puede brindar una protec-
ción adecuada frente a estas conductas o si, por el contrario, la especial 
gravedad de algunas de ellas justifica la intervención del derecho penal, 
quedando las de menor entidad suficientemente amparadas por la nor-
mativa administrativa.

La regulación del delito de maltrato animal convive con algunas con-
ductas similares recogidas en las normas autonómicas de protección 
animal. Partiendo de la negativa a admitir que se trate de ilícitos dis-
tintos, por dirigirse todas ellas a la protección del mismo bien jurídico, 
la única diferencia residiría en la gravedad de ciertas conductas, de las 
que se puede plantear su reserva para el derecho penal. En este sentido 
parece que los supuestos más graves de maltrato animal que produzcan 
la muerte o lesiones graves pueden tener acomodo en el ámbito penal, 
por no ser suficiente el recurso a las sanciones administrativas.

La protección penal de los animales, al margen de algunos preceden-
tes históricos, comenzó en España en 1995, con la introducción del mal-
trato de animales domésticos como falta contra los intereses generales 
regulada en el artículo 632 del Código Penal. Posteriormente sufrió 
varias modificaciones, todas ellas para ampliar el objeto de protección y 
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las conductas punibles, siendo especialmente relevante que en la LO 
15/2003, de 25 de noviembre, esta conducta pasara a ser delito, regulán-
dose en el artículo 337 del Código Penal, y que la LO 5/2010, de 22 de 
junio, ampliara el objeto de protección incluyendo a los animales aman-
sados y suprimiera la necesidad de ensañamiento en el maltrato para 
facilitar su aplicación. Con la LO 1/2015, de 30 de marzo, el objeto de 
protección avanza en su proceso de ampliación, hasta alcanzar práctica-
mente a todo tipo de animales, salvo los salvajes, reestructurando todo 
el delito al adoptar un esquema similar al del delito de lesiones e intro-
duciendo novedades relevantes en relación con la penalidad.

Finalmente, el apartado 7 del artículo único de la LO 3/2023, de 28 
de marzo, de modificación de la LO 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal, en materia de maltrato animal, introduce el título xvi bis 
en el libro ii, integrado por los artículos 340 bis, 340 ter, 340 quater y 
340 quinquies, que contemplan diversas modalidades delictivas que 
prevén penas privativas de libertad. La evolución de la política criminal 
española en materia de maltrato animal, reflejada en cuatro grandes 
reformas penales, responde a la búsqueda de un equilibrio por parte del 
legislador entre la preservación de determinadas tradiciones e intereses 
económicos y el reconocimiento de un nivel mínimo de protección para 
ciertos animales, especialmente aquellos más cercanos a la convivencia 
con el ser humano (Hava García, 2023: 3).

3. El bien jurídico protegido en el maltrato animal: Teorías

Siendo la determinación del bien jurídico «tanto un punto de llegada 
como un punto de partida en la integración de la norma: el bien inspira 
la norma, en primer lugar; la norma permite conocer el bien que la 
impulsa, en segundo; y todavía, en tercer lugar, en un viaje de vuelta, es 
el bien el que precisa los contornos de la norma» (Lascuraín Sánchez, 
2007: 128), parece claro que una de las cuestiones más controvertidas es 
la concreción de qué es lo que hay que proteger a través de estas infrac-
ciones penales, interrogante que guarda relación directa con otro no 
menos importante: ¿cómo hay que protegerlo?

En un primer momento se debatía si los bienes jurídicos protegibles 
podían extenderse más allá de las personas9. La legitimación de la puni-
ción de las conductas lesivas hacia los animales se fundamenta en la 
existencia de un consenso social prácticamente unánime sobre la inmo-
ralidad de dichas conductas y sobre su carácter lesivo para intereses 

9.	 Lascuraín Sánchez (2007: 162) defiende la necesidad de distinguir la teoría del bien jurídico 
(teoría dogmática) de la teoría de los objetos jurídicamente protegibles (teoría política que 
forma parte de la teoría de la proporcionalidad).
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dignos de protección. No obstante, para que dicha protección resulte 
legítima, es necesario que concurran determinados requisitos, en parti-
cular, la existencia de un consenso social sobre su valor y relevancia, el 
carácter injustificado o gratuito de la lesión y la imposibilidad de prote-
ger esos intereses mediante instrumentos de menor intensidad coerciti-
va (Lascuraín Sánchez, 2007: 156).

Superada esta cuestión, la evolución de las reformas penales en 
materia de maltrato animal han ido de la mano de la interpretación doc-
trinal, lo que ha propiciado el surgimiento de diversas teorías —‌las que 
siguen— orientadas a determinar y delimitar el bien jurídico protegido 
por este tipo de conductas.

3.1. Teoría de los sentimientos

En un inicio, el objetivo se limitaba a prevenir el maltrato cruel de cier-
tos animales —‌principalmente los domésticos— cuando este se producía 
en espectáculos no autorizados. Dicha concepción parecía vincularse a 
un bien jurídico de carácter difuso, relacionado de manera más o menos 
directa con la moral social, las buenas costumbres o los sentimientos 
humanos. De hecho, se asumía que el propietario podía disponer libre-
mente del animal en el ámbito privado, siempre que esas conductas no 
se hicieran públicas ni se desarrollaran sin autorización, bajo la idea 
implícita de que aquello que no se ve no genera reproche social. Así lo 
reflejaba el Anteproyecto de Código Penal de 1994, que disponía que 
«los que maltrataren cruelmente a los animales domésticos o a cuales-
quiera otros en espectáculos no autorizados legalmente, ofendiendo los 
sentimientos de los presentes, serán castigados con la pena de multa de 
diez a sesenta días»10.

Esta sería la postura que surgió con más fuerza en la década de 1980 
(y, posteriormente, en la de 1990), aquella que aboga por los sentimien-
tos de las personas como objeto de la tutela en estos tipos penales (Serra-
no Tárraga, 2004: 508-511)11. En este sentido, Roca Agapito (2000: 401) 
afirmó que se tipificaba el maltrato cruel por la lesión de los sentimien-
tos de quienes presenciaban tales hechos o tenían noticias de ellos. El 
propio Proyecto de 1994 contenía la exigencia explícita de que la con-

10.	Artículo 620. Aunque antes se incluyó en el Proyecto de Código Penal de 1992. Incluso el 
Código Penal de 1928 tipificaba el maltrato en el artículo 810 n.º 4 perteneciente a las faltas 
relativas a omisiones facultativas, la omisión en la vigilancia de alienados, de animales fero-
ces y al maltrato de animales, castigando con multa de 50 a 500 pesetas a «los que pública-
mente maltrataren a los animales domésticos o los obliguen a una fatiga excesiva».

11.	Se configura como bien jurídico difuso, siendo el objeto de la tutela «los sentimientos de com-
pasión, piedad, simpatía o benevolencia que la sociedad actual siente hacia los animales». 
Véanse, entre otros, Serrano Tárraga (2004: 508-511), Muñoz Lorente (2007b: 16) y Esther 
Hava García (2011a: 286).



Delitos de maltrato y abandono de animales: Análisis del bien jurídico protegido� dA 2026, 17/1 · 57

ducta de maltrato se realizara «ofendiendo los sentimientos de los pre-
sentes», expresión que, no obstante, fue suprimida del texto definitivo 
precisamente por su subjetividad, pues, como señala Arregui Montoya 
(2024: 116), es una concepción que introduce elementos como la moral o 
la piedad.

Sin embargo, pasado un tiempo, los argumentos a favor de justificar 
la sanción del maltrato animal como un medio indirecto de salvaguar-
dar a los seres humanos iban perdiendo fuerza. De este modo, cierto 
sector de la doctrina interpretó el nuevo tipo contenido en el artículo 
337 del Código Penal como un delito de infracción del deber, entendien-
do que «de esa normativa que reconoce derechos a los animales, o les 
protege, derivan unos deberes bioéticos del hombre para con los anima-
les que consideraría al bien jurídico como la obligación de no someter a 
los animales domésticos a malos tratos» (Higuera Guimerá, 1998: 349). 
Muñoz Lorente (2007b: 18) señaló que ese conjunto de deberes u obliga-
ciones de carácter bioético que tiene el hombre para con los animales 
sería el bien jurídico protegido por el artículo 337 del Código Penal12. 
Desde este enfoque, el maltrato animal se aproximaría más a un ilícito 
de naturaleza administrativa que a un auténtico ilícito penal (Díaz-
Maroto y Villarejo, 2011: 496)13.

3.2. Teoría de los valores ecológicos

Más adelante la difusión de casos que evidenciaban el grado extremo de 
crueldad que podía ejercerse en privado sobre determinados animales 
impulsó un refuerzo de la protección penal de los domésticos. Ello dio 
lugar al desarrollo de nuevas construcciones doctrinales sobre el bien 
jurídico protegido. Así, la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, 
elevó a la categoría de delito a determinadas modalidades de maltrato a 
los animales domésticos, incluyéndolo dentro del capítulo iv del título 
xvi (Requejo Conde, 2015: 2).

El hecho de que el delito de maltrato a animales fuera ubicado por el 
legislador penal de 2003 dentro del capítulo iv del título, dedicado en su 
versión original a los «delitos relativos a la protección de la flora y la 
fauna», sirvió para que un sector de la doctrina mantuviera que el obje-
to de tutela en este nuevo tipo penal era el medio ambiente, entendien-
do además que el mandato constitucional recogido en el artículo 45 de la 

12.	«El animal no sería más que el objeto material del delito y el titular del bien jurídico sería la 
sociedad en su conjunto que tiene interés en que los animales no sean maltratados». Véase 
Muñoz Lorente (2007b: 17). 

13.	En coherencia con ello, parte de la doctrina que sostiene esta posición propone que el maltra-
to animal sea abordado preferentemente a través del derecho administrativo sancionador. 
Véase entre otros, Díaz-Maroto y Villarejo (2011: 496 y ss.).
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Constitución Española, de protección del medio ambiente, incluiría asi-
mismo la tutela de los animales domésticos (Serrano Tárraga, 2004: 
521-522). Se habla así en algunos sectores de los denominados delitos 
verdes, cuyo objeto de tutela es el medio ambiente (Ríos Corbacho, 2016: 
18-19)14.

Sin embargo, la doctrina mayoritaria se opuso a esta tesis, principal-
mente se sostuvo como argumento la desconexión entre la tutela penal 
del medio ambiente y la protección otorgada a ciertos animales frente a 
determinados maltratos (Martínez-Buján Pérez, 2005: 834). Si se hizo 
referencia en la rúbrica del capítulo a los animales domésticos era por-
que, claramente, fueron conscientes de que el bien jurídico protegido 
por el delito de maltrato de animales domésticos nada tenía que ver con 
el resto de los preceptos (Muñoz Lorente, 2007b: 10-11)15. Reiterada-
mente se ha afirmado que los intereses medioambientales caminan a 
veces en sentido contrario al bienestar y la vida de ciertos animales. El 
restablecimiento del equilibrio en un ecosistema, por ejemplo, puede 
aconsejar el sacrificio masivo de algunos de ellos (Hava García, 2009: 
114-115; Muñoz Lorente, 2007: 309). Nadie puede negar ya, como afir-
ma Muñoz Lorente (2007a: 9), que los tipos penales objeto de análisis 
no guardan una relación clara ni con la protección de la flora ni, desde 
luego, con el resto de las figuras incluidas en ese título, configurándose 
más bien como una recopilación de delitos vinculados genéricamente a 
la naturaleza. 

También fue objeto de crítica la deficiente redacción técnica del pre-
cepto, del que se llegó a afirmar que «cae casi en los límites del esper-
pento» (Muñoz Conde, 2009: 552), por la introducción del término ensa-
ñamiento o la circunscripción del ámbito de tutela a los animales 
«domésticos». Todo ello finalizó con la Ley Orgánica 5/2010, de 22 de 
junio, que introduciría ciertas mejoras técnicas en el precepto, elimi-
nando el requisito del ensañamiento, que dificultaba notablemente la 
aplicación del delito en la práctica e incluyendo una referencia expresa 
a los animales «amansados».

Finalmente, el anteproyecto de reforma del Código Penal de 2012, 
que conllevó diversas redacciones (16 de julio de 2012, octubre de 2012 y 
3 de abril de 2013, hasta el proyecto de 20 de septiembre de 2013), se 
caracterizó por dar un paso importante: una noción de los animales que 
deben ser objeto de protección, un incremento de la seguridad en la apli-
cación de la norma y una revisión de las conductas punibles junto con 
las sanciones aplicables (Ríos Corbacho, 2016: 18). Tras dos años y 

14.	Sobre la «criminología verde», véase Ríos Corbacho (2016: 18-19).
15.	«Si nuestros legisladores realmente hubiesen estado pensando en que los animales domésti-

cos formaban parte del medio ambiente, no hubiese sido necesario reformar la rúbrica del 
Capítulo».
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medio de tramitación legislativa, se incluyó un texto definitivo que entró 
en vigor en julio de 2015, en el que se incorporaban algunas novedades 
que analizamos en el apartado correspondiente, tras el análisis de la 
teoría de los derechos subjetivos.

3.3. Teoría de los derechos subjetivos

Según un sector de la doctrina, la reforma penal de 2003 significó «un 
cambio radical en la concepción que el Derecho tenía de los animales 
como cosas para convertirlos en titulares de derechos subjetivos» (Ríos 
Corbacho, 2016: 20). En esta línea hay quien sostiene que, en los últi-
mos tiempos, se está evolucionando normativamente, en el sentido de 
atribuir ciertos derechos a los animales. Atribución que no convierte 
esos derechos en totalmente asimilables a los de los humanos (Muñoz 
Lorente, 2007b: 13). Este es un debate espinoso, porque son muchos los 
interrogantes y problemas que plantea. 

Por un lado, se expuso que el otorgamiento al animal del estatus de 
sujeto pasivo del delito debería conllevar la posibilidad de considerar- 
lo sujeto activo de otros ilícitos. No obstante, ello fue rebatido fácilmen-
te por la doctrina, sosteniendo que los animales son sujetos solo de dere-
chos y no de obligaciones. Hava García (2011a: 282) sostiene que «los 
animales podrían ser equiparados con un niño recién nacido —‌carente 
igualmente de raciocinio y de capacidad de culpabilidad— que posee 
derechos subjetivos —‌y que, por tanto, puede ser sujeto pasivo de un 
delito— pero no tiene capacidad para cometer delitos». 

Este no sería el único problema, puesto que se plantea también la 
imposibilidad de los animales para ejercer derechos por sí mismos o 
reclamar su tutela (Durán Seco, 2026: 4), lo cual es fácilmente solucio-
nable por la misma vía, equiparándolos al niño recién nacido o al nasci-
turus. No obstante, en aquel momento se esgrimió como otro problema 
la equiparación a efectos de pena en la causación de muerte y lesiones 
graves, lo que revelaba su consideración no como sujeto de derecho ni 
sujeto pasivo del delito, sino, como mucho, objeto del delito, lo que se 
superó en 2015.

Junto a estos argumentos debemos resaltar una cuestión que ha 
pasado algo desapercibida por parte de la doctrina: el riesgo de incurrir 
en una posible confusión de conceptos, y es que el derecho subjetivo es 
una facultad que se deriva del derecho objetivo, mientras que los bienes 
jurídicos son intereses vitales de la comunidad. No todos los derechos 
subjetivos son bienes jurídicos ni todos los bienes jurídicos son dere- 
chos subjetivos.
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3.4. El bienestar animal

El cambio de orientación en la normativa europea impulsó a parte de la 
doctrina a replantear el contenido del bien jurídico protegido en los deli-
tos de maltrato animal conforme a ese nuevo estándar de tutela. Desde 
esta perspectiva se sostenía que, aunque los sentimientos humanos 
hacia los animales habían sido decisivos para generar un consenso 
social favorable a su protección penal, dichos sentimientos agotaban su 
función en el momento mismo de la tipificación. De este modo, hay quien 
señala que los bienes jurídicos difusos mencionados se concretan en bie-
nes jurídicos mediatos y que el tipo de injusto de estos delitos parece 
señalar, más bien, un bien jurídico inmediato, que podríamos concretar 
como bienestar animal (Olmedo de la Calle, 2017: 148).

En consecuencia, la interpretación de los delitos de maltrato a ani-
males y la delimitación del bien jurídico protegido debían desarrollarse 
de manera autónoma. En este sentido, Hava García (2009: 123-124) 
desarrolla un símil muy ilustrativo diciendo lo siguiente:

[…] la protección penal que se le otorga en nuestro país al paisaje o al patrimo-
nio histórico-artístico está inspirada por los sentimientos humanos que suscita 
la contemplación de la belleza en sus diversas formas, pero ello no obliga a afir-
mar que los bienes jurídicos protegidos en los tipos penales que se encargan de 
su tutela sean tales sentimientos […] tanto la belleza artística como el patri-
monio histórico satisfacen necesidades humanas y que, por tanto, constituyen 
auténticos bienes jurídicos de carácter colectivo. 

El concepto de bienestar animal se aleja así del sentir social y se aso-
cia a las condiciones de vida animal mínima, como pueden ser no tener 
hambre o sed, estar en un entorno apropiado con cobijo suficiente y 
zonas de descanso, encontrarse libre de dolor y, en general, la evitación 
de sufrimiento (Bernuz Beneitez, 2015: 103). Con su correspondiente 
efecto jurídico-penal, la titularidad del bien jurídico protegido en estos 
delitos deja de pertenecer a la sociedad. En consecuencia, esta ya no 
constituye el sujeto pasivo de dichas infracciones, sino que son los pro-
pios animales quienes ostentan esa condición, al ser los titulares del 
bien jurídico protegido. Al mismo tiempo, los animales constituyen 
también el objeto material sobre el que recae la conducta delictiva en los 
delitos de maltrato y abandono (Brage Cendán, 2017: 59).
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4. Síntesis de la reforma penal de 2015

Tras la reforma de 2015, el delito de maltrato animal se incluyó en el 
capítulo iv del título xvi del libro ii, bajo el epígrafe «De los delitos rela-
tivos a la protección de la flora, fauna y animales domésticos», introdu-
ciendo una serie de novedades como la ampliación del tipo básico del 
delito de maltrato animal previsto en el artículo 337.1 del Código Penal 
para incorporar conductas calificadas como de «explotación sexual». Asi-
mismo, dicho precepto introduce una enumeración detallada de catego-
rías de animales que se presentan como diferenciadas —‌animales 
domésticos, animales amansados, aquellos habitualmente domesticados 
y los que viven de forma temporal o permanente bajo control humano—, 
hasta culminar en la inclusión de cualquier animal que no se encuentre 
en estado salvaje dentro del ámbito de protección penal, cuestión impor-
tante en la determinación del bien jurídico protegido, y es que, como 
señala Arregui Montoya (2024: 42), salvo en algunos casos es difícil 
observar una conexión clara entre el medioambiente y el maltrato ani-
mal, puesto que los animales domésticos, domesticados o que normal-
mente vivan en un entorno humano no tienen clara influencia en los 
ciclos de reproducción y repoblación de plantas u otros animales, ni en 
el medioambiente en general.

Por su parte, el artículo 337.2 del Código Penal recoge un elenco de 
circunstancias agravantes caracterizado por una marcada proyección 
antropocéntrica, tales como el empleo de armas, instrumentos u objetos 
especialmente peligrosos para la vida, la concurrencia de ensañamiento, 
la causación de la pérdida o la inutilidad de un sentido, un órgano o un 
miembro principal, o la comisión de los hechos en presencia de un menor 
de edad. Se contempla como modalidad hiperagravada la causación de 
la muerte del animal en el apartado 3 del mismo precepto y se configura 
un tipo subsidiario en el apartado 4, sancionado con pena de multa de 
uno a seis meses, referido al maltrato «cruel» de animales domésticos o 
de cualesquiera otros cuando la conducta tenga lugar en espectáculos no 
autorizados legalmente. Finalmente, el artículo 337 bis del Código Penal 
tipifica el abandono de los animales comprendidos en el artículo 337.1 
del mismo texto en condiciones que puedan poner en peligro su vida o su 
integridad, imponiendo igualmente una pena de multa.

En relación con esta configuración normativa, se ha evidenciado un 
proceso de «humanización» de los tipos penales de maltrato animal. Se 
configura como un delito común y de resultado material cuando exista 
un maltrato, por acción o por omisión, que produzca en el animal un 
dolor o un sufrimiento considerable que perjudique gravemente su salud 
(Ríos Corbacho, 2016: 4). Como afirma Hava García (2023: 16), el legis-
lador optó por reforzar la tutela penal de determinados animales —‌con-
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cretamente, aquellos que no viven en estado salvaje— mediante la cons-
trucción de tipos delictivos que guardan evidentes paralelismos con los 
delitos contra las personas. La consecuencia de ello es que las nuevas 
figuras delictivas eliminan cualquier mención explícita al efecto más 
propio de las agresiones contra el bienestar animal —‌es decir, el sufri-
miento— y desplazan el énfasis penal hacia la muerte, la pérdida o 
inutilización de órganos o sentidos, la explotación sexual o la creación 
de un riesgo para la integridad del animal. El refuerzo de esta tutela 
también se canalizó por la vía punitiva, cuestión que tampoco ha estado 
exenta de críticas por su marcado carácter populista o simbólico (Valen-
zuela García, 2019: 274).

5. La reforma penal de 2023: Derechos de los animales versus 
bienestar animal

La Ley Orgánica 3/2023, de 28 de marzo, crea el título xvi bis, denomi-
nado «De los delitos contra los animales». Del texto se desprende que el 
bien jurídico que debe protegerse —‌según el legislador— es el nuevo 
estatus jurídico de los animales como seres vivos dotados de sensibili-
dad, reconocido por la Ley 17/2021, de 15 de diciembre, que como tal 
debe ser recogido también en el Código Penal, atendiendo al bien jurídi-
co a proteger en los delitos contra los animales, que no es otro que su 
vida, salud e integridad, tanto física como psíquica.

Una de las principales novedades de esta Ley Orgánica es que la 
tutela se ha extendido a cualquier animal vertebrado, alejándose del 
precedente alemán, que contempla dentro de su ámbito de protección 
animales que, aun careciendo de vértebras, cuentan con un sistema ner-
vioso central complejo, como los cefalópodos (Birch et al., 2021)16, y ello 
con independencia de que sea doméstico, domesticado, amansado o sal-
vaje, lo que ha llevado incluso a hablar de bienestar ecológico, un bien 
jurídico integrador y con un enfoque holístico (Morelle Hungría, 2021: 
281). Esta ampliación responde al reconocimiento del bien jurídico pro-
tegido —‌la vida, la integridad física y psíquica de los animales—, así 
como a la necesidad de adecuar la respuesta punitiva al daño real cau-
sado a estos sujetos sensibles17. La propia rúbrica «delitos contra los 
animales» pone el foco en el animal en sí mismo, lo que permite recha-
zar teorías pasadas, especialmente la teoría de los sentimientos y la del 

16.	Existe una sólida evidencia científica que respalda la capacidad de sintiencia en los cefalópo-
dos (pulpos, sepias, calamares), indicando que pueden sentir dolor, placer y otras emociones, 
poseen sistemas nerviosos complejos, aprenden, resuelven problemas y muestran indicado-
res de consciencia. Véase Birch et al. (2021).

17.	Se establece como criterio rector para deslindar el ámbito del delito el tratamiento veterinario.
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medio ambiente. Parece pues, y así lo ha afirmado Hava García (2023: 
9), que ya solo caben dos posibles interpretaciones en torno al bien jurí-
dico protegido, deducibles de la propia rúbrica: por un lado, que se refie-
ra a «los derechos de los animales» y, por otro, al «bienestar animal».

Según la teoría de los derechos de los animales, estos, al igual que los 
hombres, aunque, según Salt (1892), en mucha menor medida, poseen 
una individualidad distintiva y, por lo tanto, en justicia tienen derecho 
a vivir sus existencias con una medida adecuada de esa «libertad res-
tringida». Uno de los elementos clave de la filosofía de los derechos de 
los animales es que trata a los que no son humanos como individuos, no 
como conceptos más teóricos como las especies. Esto se debe a que evo-
lucionó a partir de la filosofía de los derechos humanos, que también se 
centra en los individuos y en cómo los colectivos o la sociedad no deben 
vulnerar sus derechos.

A diferencia de los derechos de los animales, su bienestar no es una 
filosofía o un movimiento sociopolítico en toda regla, sino un atributo de 
los animales no humanos en relación con su bienestar. Se trata de un 
concepto amplio que depende de múltiples factores relacionados con las 
condiciones físicas, emocionales y sociales del animal, como el acceso 
adecuado a alimento y agua, la ausencia de dolor, miedo o enfermeda-
des, la posibilidad de moverse libremente, expresar comportamientos 
naturales, relacionarse con otros individuos de su especie y vivir en un 
entorno acorde con sus necesidades biológicas, evitando además sufri-
mientos y muertes no naturales. En el caso de los animales bajo cuidado 
humano, este bienestar suele evaluarse a través del cumplimiento de 
las llamadas Five Freedoms (cinco libertades del bienestar animal), for-
muladas en 1979 por el Consejo de Bienestar de los Animales de Granja 
del Reino Unido, que constituyen un marco de referencia internacional. 
Estas libertades sintetizan los aspectos esenciales del bienestar, al 
garantizar la ausencia de hambre y sed, de incomodidad, de dolor y 
enfermedad, la posibilidad de expresar comportamientos normales y la 
protección frente al miedo y la angustia18.

18.	El bienestar animal como concepto jurídico y político moderno se desarrolló en 1965 en Reino 
Unido, a raíz de la publicación de Animal Machines, de Ruth Harrison, una activista en el 
ámbito de la protección de los animales. El libro presentaba una investigación sobre las 
granjas industriales británicas, y despertó la preocupación de la opinión pública hacia el 
sufrimiento animal en la ganadería industrial. Como respuesta, el Gobierno británico encar-
gó un informe al veterinario Dr. Francis Brambell, que definiría los niveles aceptables de 
bienestar de los animales de granja: las cinco libertades. Este modelo fue llevado a debate en 
la Unión Europea, siendo presentado como una solución para hacer frente al abuso sistémico 
ejercido sobre los animales de granja. La comunidad científica del bienestar animal presentó 
un modelo alternativo en 1994: el modelo de los cinco dominios, que refleja las necesidades 
fisiológicas fundamentales de los animales para vivir experiencias positivas. Véase Observa-
torio de Bienestar Animal, El modelo de los 5 dominios o cómo valorar el bienestar animal. 
<https://observatoriodebienestaranimal.org/actualidad/blog-oba/el-modelo-de-los-5-
dominios.html> [Última consulta: 9 de enero de 2026].

https://observatoriodebienestaranimal.org/actualidad/blog-oba/el-modelo-de-los-5-dominios.html
https://observatoriodebienestaranimal.org/actualidad/blog-oba/el-modelo-de-los-5-dominios.html
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La defensa del bienestar animal a menudo se basa en la creencia de 
que los animales no humanos son seres sensibles cuyo bienestar o sufri-
miento debe recibir la debida consideración, especialmente cuando 
están bajo el cuidado de humanos. Por lo tanto, quienes abogan por el 
bienestar animal apoyan la filosofía de los derechos de los animales en 
algún nivel, aunque quizás no en todas las especies y actividades, y de 
una manera menos coherente que quienes abogan por los derechos  
de los animales. De esta forma, su bienestar se configura como un bien 
jurídico de titularidad colectiva o difusa, lo que convierte a la sociedad 
en sujeto pasivo del delito, en tanto que el animal constituye su objeto 
material.

La teoría de los derechos de los animales le reprocha a la anterior su 
esencia antropocéntrica y utilitarista, y es que el denominado bienestar 
animal es un concepto amplísimo que se presta a abstracciones de todo 
tipo y en el que pueden llegarse a englobar prácticamente todos los 
demás bienes jurídicos, lo que aconseja, en aras del principio de seguri-
dad jurídica, descomponer —‌en la medida de lo posible— el mismo, de 
forma que puedan ser objeto de consideración en el plano jurídico-penal 
otros bienes más concretos (Blanco Lozano, 2000: 380)19. Según esta teo-
ría, el sujeto pasivo de los delitos relacionados con el maltrato y el aban-
dono de animales es el propio animal, erigiéndolo de este modo en el 
titular de los bienes jurídicos vida y salud. Alonso Álamo (2025: 9) sos-
tiene al respecto «que el maltrato animal atenta contra el interés del 
animal a su vida, salud e integridad, bienes jurídicos emergentes en 
una sociedad que avanza hacia la relación armónica de las personas con 
la naturaleza, y que ello es defendible al margen del debate sobre el 
reconocimiento de derechos a los animales»20. 

El preámbulo de la Ley Orgánica 3/2023 sí se decanta explícitamente 
por la teoría de los derechos, pues proclama que el «bien jurídico a pro-
teger en los delitos contra los animales […] no es otro que su vida, salud 
e integridad, tanto física como psíquica». Esta afirmación también puede 
sostenerse bajo el argumento de que el verbo maltratar desaparece de la 
conducta típica básica del nuevo artículo 340 bis del Código Penal, sien-
do sustituido por la exigencia de que se haya causado una lesión que 
requiera tratamiento veterinario para el restablecimiento de la salud 
del animal. Y hay que tener en cuenta que el denominado bienestar ani-
mal no se limita únicamente a la ausencia de sufrimiento físico, sino 
que comprende el estado general del animal en relación con su salud, 
sus emociones, su capacidad de adaptación al entorno y la posibilidad de 

19.	Esta teoría se articulado ya respecto al bien jurídico medio ambiente.
20.	Según esta postura, la vida, la salud y la integridad del animal no pueden reducirse a la 

genérica noción de bienestar, sino que es un interés protegible penalmente en sí mismo y que 
encuentra fundamento en las capacidades de los animales. Véase Alonso Álamo (2025: 9).
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expresar comportamientos naturales. Como ya hemos puesto de relieve, 
el bienestar animal se concibe como una combinación de factores bioló-
gicos, psicológicos y conductuales, en la que resulta esencial considerar 
tanto indicadores objetivos (salud, nutrición, ausencia de lesiones) como 
subjetivos (dolor, miedo, estrés o placer) (Broom, 2011: 306-321)21. La 
forma en que se han articulado las modalidades delictivas olvida estas 
premisas, y con ello se corre el riesgo de despenalizar las lesiones psí-
quicas o de reducirlas a delito de menor gravedad cuando no se pueda 
determinar la necesidad de practicar el tratamiento veterinario aplica-
ble a la lesión causada (Requejo Conde, 2025: 160).

Finalmente, algunos autores han entendido que, en el momento pre-
sente, la protección de los animales debe ser fragmentaria (Alonso 
Álamo, 2025: 10), lo que impide afirmar la existencia de un derecho 
general de los animales a la vida o a la integridad y consagra un mero 
reconocimiento simbólico, y ello porque, a pesar de que el preámbulo de 
la Ley Orgánica 3/2023 proclama que el bien jurídico protegido es la 
vida, la salud y la integridad de los animales, se perciben numerosos 
errores en las modificaciones introducidas en la normativa penal positi-
va —‌como la omisión del sufrimiento en la descripción típica, la exclu-
sión de determinados animales con elevada capacidad de sintiencia o la 
desigual protección entre animales de caza y de compañía— (Hava Gar-
cía, 2023: 41).

6. Reflexiones, críticas y conclusiones

Las primeras normas comunitarias en materia de protección animal 
respondían, de manera predominante, a intereses económicos y a las 
exigencias del mercado interior. Con el paso del tiempo, sin embargo, 
estas regulaciones han ido incorporando de forma progresiva considera-
ciones más explícitas relativas al sufrimiento y al bienestar de los ani-
males. Este proceso se ha visto reforzado tanto por instrumentos inter-
nacionales, como la Declaración Universal de los Derechos del Animal, 
como por la evolución del derecho comparado, que han servido para legi-
timar la introducción de límites a determinados derechos fundamenta-
les humanos —‌como la libertad científica o la libertad de empresa— en 
aras de la protección animal.

Tras el análisis del marco normativo, puede formularse una primera 
crítica consistente en el uso reiterado de la expresión bien jurídico en 

21.	La evaluación del bienestar animal ha evolucionado desde enfoques centrados exclusiva-
mente en parámetros físicos hacia modelos más complejos que incorporan el estado mental 
del animal, reconociendo su capacidad de sentir y experimentar emociones. Véase Broom 
(2011: 306-321).
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singular para aludir, en realidad, a una pluralidad de intereses objeto 
de tutela, tales como la vida, la salud y la integridad física y psíquica de 
los animales, así como a un conjunto de intereses que podrían calificar-
se como derechos. Sin embargo, dichos derechos no han sido reconocidos 
de forma expresa a los animales por el ordenamiento jurídico. Pese a los 
avances introducidos por la Ley 17/2021, de 15 de diciembre, los anima-
les continúan sometidos de manera supletoria al régimen jurídico de los 
bienes y, en términos generales, siguen siendo tratados como objetos. 
En este sentido, los progresos legislativos se orientan fundamentalmen-
te a la protección de intereses propios de los seres humanos, lo cual no 
es de extrañar si tenemos en cuenta el carácter esencialmente antropo-
céntrico del concepto de bien jurídico.

Según el preámbulo de la Ley Orgánica 3/2023, el bien jurídico prote-
gido son los derechos de los animales. Sin embargo, el legislador no ha 
conseguido su propósito por la deficiente técnica legislativa, que se limi-
ta a tipificarlo como si el sujeto pasivo del delito fuera un ser humano, a 
través de la exigencia de que se haya causado una lesión que requiera 
tratamiento veterinario para el restablecimiento de la salud del animal, 
olvidando sus necesidades propias, que son las que configuran efectiva-
mente el bienestar animal. El medio elegido, por tanto, no parece el más 
idóneo para proteger su bienestar ni para evitar su sufrimiento, cosa 
que debería constituir el objetivo último de la tutela jurídica.

Se ha afirmado que debe protegerse el bienestar de los animales, 
entendido como una esfera de tutela que les otorga la propia sociedad 
porque satisfacen una pluralidad de necesidades humanas, cuando lo 
conveniente sería que se articulase como una serie de derechos innatos 
del animal por el mero hecho de su existencia. No obstante, ello resulta 
complejo, porque los propios conceptos son creados por y para el ser 
humano. La normativa se va a adaptando a las necesidades humanas y 
son muchas las pistas que lo corroboran. Muestra de ello es que siguen 
estando presentes enfoques que parecían superados, como aquellos 
basados en la protección de los sentimientos humanos, lo que se des-
prende del mantenimiento de la agravante consistente en la comisión 
de los hechos en presencia de una persona especialmente vulnerable, al 
tiempo que se normalizan determinados espectáculos que implican 
sufrimiento animal bajo el pretexto de la cultura. Asimismo, determina-
das circunstancias agravantes, como el ánimo de lucro o la denominada 
violencia vicaria, parece que nada tienen que ver con el bienestar, la 
vida o la integridad de los animales. Por su parte, los que son de compa-
ñía, categoría que más protección recibe, sin embargo, pueden ser cas-
trados —‌y no solo esterilizados—. Esta práctica es llevada a cabo no 
únicamente con el fin de evitar su reproducción, sino también por las 
evidentes ventajas que ofrece para los humanos en relación con el com-
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portamiento de sus mascotas, sin que la mutilación, de las más graves 
que se pueden infligir a un humano, tenga consecuencias —‌siempre que 
se realice conforme a derecho—, lo que difícilmente se corresponde con 
una pretendida tutela real a la integridad física del animal (Díaz y Gar-
cía-Conlledo y Ramos Martínez, 2025: 517).

Para concluir, la progresiva intensificación de la tutela penal dispen-
sada a los animales en el ordenamiento jurídico español refleja un cam-
bio profundo en la sensibilidad social y en la percepción normativa de su 
estatus. Sin embargo, esta evolución legislativa no ha venido acompa-
ñada de una construcción dogmática suficientemente clara del bien jurí-
dico protegido, lo que ha generado importantes tensiones desde la pers-
pectiva de los principios limitadores del derecho penal.

En este contexto, el bienestar animal se presenta como el referente 
material más plausible de la tutela penal del maltrato, en la medida en 
que permite superar fundamentaciones hoy insostenibles basadas en la 
moral social, los sentimientos de las personas o la protección indirecta 
de sus intereses. No obstante, el legislador penal español ha optado por 
una técnica normativa discutible, caracterizada por la humanización de 
los tipos penales, mediante la traslación acrítica de categorías propias 
de los delitos contra las personas al ámbito de los animales.

Esta opción legislativa desplaza el foco desde la protección del bien-
estar animal —‌entendido esencialmente como la evitación de un sufri-
miento injustificado— hacia bienes jurídicos individuales como la vida, 
la integridad o incluso la denominada indemnidad sexual del animal. El 
resultado es una tutela penal fragmentada y conceptualmente confusa, 
en la que el sufrimiento, que constituye el núcleo del desvalor del mal-
trato animal, pierde centralidad frente a resultados típicamente huma-
nos como la muerte o la pérdida de órganos. Tal desplazamiento no solo 
empobrece la justificación material del castigo, sino que también provo-
ca incoherencias sistemáticas, al dejar fuera del ámbito penal conductas 
que generan un sufrimiento intenso, pero que no encajan en los esque-
mas tipificados.

Desde una perspectiva garantista, la expansión del derecho penal 
hacia bienes jurídicos de contornos imprecisos entraña el riesgo de rea-
lizar un uso simbólico del ius puniendi, orientado más a satisfacer 
demandas sociales que a proteger de forma estrictamente necesaria 
intereses jurídicos claramente delimitados. En este sentido, el bienestar 
animal no puede operar como un concepto abierto o indeterminado, so 
pena de comprometer los principios de legalidad y taxatividad.

Ahora bien, ello no conduce necesariamente a rechazar el bienestar 
animal como bien jurídico-penal. El derecho penal está legitimado para 
intervenir cuando se producen ataques graves y socialmente intolera-
bles contra intereses que la comunidad considera esenciales para la con-
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vivencia. El sufrimiento animal injustificado, cuando alcanza un deter-
minado umbral de gravedad, cumple este requisito y puede fundamentar 
legítimamente la intervención penal. Desde esta óptica, una política cri-
minal coherente debería abandonar tanto las fundamentaciones antro-
pocéntricas como la excesiva asimilación del animal a la persona, y cen-
trar la tutela penal en la prevención y sanción de las conductas que 
provocan un sufrimiento grave e injustificado a cualquier animal, con 
independencia de su clasificación y del medio empleado para causarlo 
(maltrato directo, abandono, explotación u otras formas de instrumen-
talización). El derecho administrativo sancionador debería asumir la 
respuesta frente a las infracciones de menor entidad, reservando el 
derecho penal como ultima ratio para los ataques más intensos al bien-
estar animal.

La realidad sobre nuestra relación con los animales se acaba impo-
niendo y cualquier otorgamiento de derechos subjetivos o cualquier pro-
tección penal de bienes jurídicos de su titularidad será, inevitablemen-
te, parcial y seguramente solo aparente. No obstante, el hecho de que el 
legislador no haya conseguido su propósito, no quiere decir que no deba 
ser la meta, quizás la cuestión esté en atribuirle reconocimiento consti-
tucional por su valor social, lo que reforzaría la legítima intervención 
penal (el Código Penal como una constitución en negativo), porque, aun-
que a la hora de analizar el bien jurídico algunos autores tengan claro que 
el bien jurídico y el comportamiento que lo daña han sido extraídos de la 
realidad social, no de la Constitución, lo que es innegable es que todo 
bien jurídico, definido conforme a la realidad social, no puede ser con-
trario a la Constitución.

Ya decía Jescheck (1981: 353) que «los bienes jurídicos no constitu-
yen objetos aprehensibles del mundo real, sino valores ideales del orden 
social, sobre los que descansa la seguridad, el bienestar y la dignidad de 
la existencia de la colectividad». Frente a este planteamiento, se propo-
ne entre la doctrina la ampliación del bien jurídico a otras «criaturas de 
la creación» (Roxin, 2006: 55-56)22 o una «cierta relativización» del 
mismo para justificar la protección de algunos entes no humanos como 
bienes jurídicos (Hefendehl, 2002: 54).

En definitiva, el bienestar animal puede y debe operar como bien 
jurídico-penal, pero solo si se define de forma restrictiva y funcional, 
anclándolo en el sufrimiento injustificado como núcleo del injusto y evi-
tando tanto su dilución en categorías humanas como su utilización 
meramente simbólica. Solo así será posible articular una tutela penal 

22.	Mantiene que, para justificar el delito de maltrato de animales, «uno no tiene que renunciar 
al principio de protección de bienes jurídicos…, sino que solo tiene que ampliarlo, extendien-
do el contrato social del círculo de las personas vivientes a otras criaturas de la creación». 
Véase Roxin (2006: 55 y 56).
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coherente, garantista y respetuosa con los principios estructurales del 
derecho penal. Igualmente importante es que la dispersión normativa 
vinculada al bienestar animal dificulta determinar si una acción dañina 
está prohibida, si podría haber sido autorizada o si se han incumplido 
los requisitos establecidos para ello. Además, la fragmentación y disper-
sión de las regulaciones complica obtener una visión completa de las 
conductas ilícitas y sus sanciones respectivas. Esto es crucial, ya que la 
existencia de una infracción administrativa previa es necesaria para 
configurar el delito. El recurso a la norma penal en blanco proporciona 
vías de escape para alcanzar la impunidad, lo que hace necesaria una 
adecuada coordinación entre instancias sancionadoras que evite proble-
mas de non bis in idem y vacíos normativos.
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